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                                                           A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 2 de julio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Genoud, Soria, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 100.058, "M. , F.A. . Recurso de casación".

A N T E C E D E N T E S

La Sala II del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó ‑con costas‑ el recurso articulado por la Defensa Oficial del imputado F. A. M. contra la sentencia dictada por el Tribunal en lo Criminal nº 3 del Departamento Judicial Mar del Plata que lo condenó a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas, como autor penalmente responsable de los delitos de homicidio en concurso real con abuso sexual con acceso carnal.

El señor Defensor Oficial ante ese Tribunal interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 129/150), el cual fue concedido por esta Corte (fs. 159).

Oída la Procuración General, dictada la providencia de autos, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley? 

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

1. La Sala II del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó ‑con costas‑ el recurso articulado por la Defensa Oficial del imputado F. A. M. contra la sentencia dictada por el Tribunal en lo Criminal nº 3 del Departamento Judicial Mar del Plata que lo condenó a la pena de veintiún años de prisión, accesorias legales y costas, como autor penalmente responsable de los delitos de homicidio en concurso real con abuso sexual con acceso carnal.

2. Contra lo así resuelto, el señor Defensor Oficial ante dicho Tribunal, presentó recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley fundado en la arbitrariedad de la sentencia.

3. El señor Defensor denuncia que "el Tribunal de Casación no ha valorado con precisión el alcance del derecho constitucional (que asiste a F. A.M. , en este caso) a ser juzgado y obtener una sentencia definitiva en un plazo razonable" (fs. 132), en particular en el ámbito de tramitación del recurso contra la condena de grado (cita los arts. 15 de la Constitución provincial; 7 inc. 5º y 8 incs. 1º y 2º del Pacto de San José de Costa Rica; 9.3 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos y 75 inc. 22 de la Constitución nacional).

Sostiene que "desde la interposición del primigenio recurso de inaplicabilidad de ley [rectius: casación] por parte del señor Adjunto de Defensor Oficial" hasta el momento de deducir el recurso en trato "ha transcurrido un lapso de tiempo superior a los cinco (5) años y seis (6) meses" (fs. 132 vta.).

Argumenta que hay dos límites temporales a la duración del proceso "uno relativo a la vigencia de la medida de coerción aplicable durante la sustanciación del mismo y otro relacionado con la pertinencia de una pronta administración de Justicia, garantizada a través del dictado de una sentencia firme en un lapso de tiempo razonable" (fs. 132 vta.). Cita, en apoyo de su postura, los arts. 18 y 75 inc. 22 de la Constitución nacional, la ley 24.390, el art. 141 del Código de Procedimiento Penal y doctrina declarada por los órganos regionales de protección de los derechos humanos. En tal sentido, afirma que "corresponde entender como plazo máximo para la consideración del plazo razonable del art. 8.1 de la Convención, el fijado por la ley 24.390, es decir, tres años y seis meses" (fs. 133 vta./134).

Por otra parte, menciona los criterios elaborados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y receptados por la Corte Interamericana de Justicia para la determinación de la razonabilidad del plazo de extensión del proceso: 1º) la complejidad del caso; 2º) la conducta del inculpado y 3º) la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso.

Con relación a la causa en estudio, aduce que el hecho que se imputa a M. "no revestía complejidad alguna" (fs. 135).

Luego se ocupa de "la conducta del inculpado" y dice que su asistido se limitó "a hacer uso de sus derechos constitucionales (básicamente, que un tribunal superior revise la sentencia de condena impuesta, y a recuperar el goce de su libertad ambulatoria)" (fs. 135).

Después aborda la cuestión de "la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso" y afirma que "es evidente que el hecho de no haber logrado en más de cinco (5) años y seis (6) meses una decisión definitiva en la órbita del proceso recursivo (art. 75 inc. 22, C.N. ‑art. 8.2.h, C.A.D.H. y 14.5, P.I.D.C. y P.‑), importa falta de la diligencia debida por parte de las autoridades, la cual (sea por cualquier razón: morosidad, sobrecarga de tareas, interpretaciones legales, inconvenientes en la integración del órgano jurisdiccional que dictaminará, reformas legislativas en materia procesal) no puede ser cargada a cuenta de los justiciables" (fs. 135 vta.).

Señala que, además del tiempo transcurrido en la instancia intermedia, el empleo de las restantes vías de impugnación previstas constitucionalmente extenderá aún más el juicio.

Concluye, invocando doctrina de la Corte federal, que debe declararse la extinción de la acción por prescripción, por inobservancia de lo normado en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica.

El planteo no puede ser receptado.

El recurrente, que fundamentalmente centra su queja en la etapa recursiva casacional, apoya su agravio en la afirmación dogmática de que ha sido superado el "plazo razonable" de duración de la causa, sin evidenciar, más allá de sus alegaciones sobre la simplicidad del asunto y la prudente conducta del procesado, tal circunstancia a través de un análisis de sus constancias objetivas.

Sin entrar a considerar si es acertado el criterio de fijar para todos los casos como tiempo máximo del proceso el de tres años y seis meses ‑que el recurrente infiere de la ley 24.390‑, lo cierto es que el planteo deviene extemporáneo.

En efecto, el recurso ante el órgano intermedio fue deducido en marzo de 2001 y pese a que al momento de presentar la Defensa el memorial del art. 458 del rito (el 7 de febrero de 2006) había transcurrido la mayor parte del término invocado en la impugnación, silenció cualquier referencia a la problemática del plazo razonable.

Y ello no se ve desvirtuado por la referencia al precedente "B.  P. , T. S. y S.R. , A. s/ contrabando" citado por el recurrente pues lo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación señaló en el considerando 8º del mismo fue, justamente, que el planteo relativo al plazo razonable era extemporáneo pues las situaciones invocadas en la impugnación existían al momento de producirse el alegato, sin que fuera mencionado por la parte en esa oportunidad. Análoga situación se ofrece en la presente causa, conforme lo reseñado en el párrafo precedente.

Además, la manifestación sobre la "falta de diligencia debida por parte de las autoridades" (fs. 135 vta.) resulta una conclusión que ‑en el razonamiento de la parte‑ se deriva infaliblemente de la superación del plazo respectivo y al margen de que se debiera a "morosidad, sobrecarga de tareas, interpretaciones legales, inconvenientes en la integración del órgano jurisdiccional que dictaminará, reformas legislativas en materia procesal " y que por lo tanto, más que la demostración de la falta de diligencia constituye la descripción de una responsabilidad objetiva.

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re "A.  K. , M. s/ incidente de prescripción", sentencia del 12 de diciembre de 2006, por remisión al dictamen de la Procuración) consideró que correspondía a la defensa mencionar "... por qué considera que el proceso se ha extendido irrazonablemente en el tiempo ponderado: la duración del retraso, las razones de la demora, y el perjuicio concreto que al imputado le ha irrogado dicha prolongación..." (el subrayado me corresponde).

Tales condiciones mínimas de la alegación tampoco se han cumplido en el sub lite y el reclamo es, además, insuficiente y corresponde desestimarlo (doct. art. 495, Código Procesal Penal; cf. P. 76.357 cit.; P. 89.727, sent. del 23‑XI‑2005).

A mayor abundamiento cabe agregar que el impugnante no demuestra porqué serían asimilables a la situación planteada en autos las que se le plantearan al Superior Tribunal nacional en los precedentes "M. " y "P.  y L. d. B. " invocados a fs. 137 vta./ 138 como fundamento para concluir que el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho a ser juzgado en un plazo razonable resultaba ‑para el caso‑ el instituto de la prescripción. En la primera de ellas la causa llevaba al momento de resolver más de catorce años en trámite ‑y el imputado más de 13 en carácter de procesado‑ en tanto que ni siquiera se había dispuesto la apertura a prueba; en la segunda el proceso llevaba más de 14 años en trámite, y el tribunal tuvo en cuenta que en dicho plazo los imputados "han cumplido varias veces con la pena" y que desde el dictado de la sentencia de primera instancia había transcurrido con holgura el plazo de prescripción de los delitos imputados. Ninguna de esas situaciones se presenta en autos ni ha realizado el impugnante desarrollo alguno que permita asimilar las situaciones descriptas con las del presente proceso (art. 495 del C.P.P.).

4) Subsidiariamente denuncia la arbitrariedad de la sentencia impugnada que se plasma en "la indebida fundamentación del fallo al apartarse de los precedentes de [esta Corte]... sin brindar fundamentos pertinentes para apartarse de tal postura, lo que implicó la afectación a los derechos de defensa en juicio y debido proceso sustantivo, contenidos en el art. 18 de la Ley fundamental" (fs. 138 vta.).

Así, cuestionó el proceder sentencial en lo relativo a la revisión efectuada en materia de determinación de la pena en el caso, por apartarse de la doctrina legal emergente del precedente P. 87.172 en orden a la competencia del tribunal intermedio para "efectuar un juicio crítico sobre las condiciones de verificabilidad de las circunstancias agravantes y atenuantes mensuradas en el juicio, ya que de esta manera se puede constatar el error al sentenciar que la parte denuncia" (v. fs. 139).

Así, sostuvo que ante la arbitrariedad del fallo de grado constituida por la omisión de tratar una atenuante planteada por la Defensa en la audiencia de debate se encontraba habilitada la jurisdicción del a quo para pronunciarse sobre ella. Juzgó el impugnante que la omisión de conocer sobre dicha tópica en función de los límites del art. 451 del Código Procesal Penal violó la doctrina legal de esta Corte antes referida en cuanto no otorgó al recurso la máxima capacidad de rendimiento.

Agregó que también se ha violado "la doctrina legal de la C.S.J.N. en materia de admisión de los nuevos motivos de agravio introducidos por la Defensa en el trámite recursivo casatorio", invocando el precedente "V. , R. D. s/ robo agravado por el uso de armas" ‑sent. del 15‑VIII‑2006‑ que ‑en su interpretación‑ obligaba al Tribunal intermedio a abordar los agravios introducidos en dicha oportunidad. También estimó que no se había cumplido con "la obligación constitucional de llevar al recurso de casación a su máxima capacidad de rendimiento", invocando para ello el precedente de la C.S.J.N. "Recurso de hecho deducido por la defensa de M. E. C. en la causa C. , M. E. y otro s/ robo simple en grado de tentativa ‑causa nº 1681‑", sent. del 20 de septiembre de 2005, denunciando como violada la garantía de la doble instancia. 

Este tramo del recurso tampoco puede prosperar.

El Tribunal Juzgador estimó en el fallo de origen que debían computarse como atenuantes respecto del causante M. la ausencia de condenas anotadas en su prontuario y el buen concepto expresado en la audiencia, y ‑por mayoría‑ el trastorno de personalidad antisocial del encausado en cuanto a la menor capacidad de motivación conforme a derecho de estas personalidades (fs. 43). Asimismo estimó que debían meritarse como agravantes para el primer hecho la corta edad de la víctima, el arma empleada, el aprovechamiento de la soledad de la menor, el haber ocurrido el hecho en horas de la noche y en el interior de su domicilio y ‑con carácter objetivo‑ la superioridad física del acusado que significó para la víctima menores posibilidades de defensa, y la extrema violencia desplegada contra su persona. Respecto del segundo hecho valoró en tal carácter la nimiedad de los motivos confesados como determinantes; para ambos hechos computó en idéntico carácter la extensión del daño causado a M. E. G. al convertirla en víctima por partida doble de delitos especialmente traumatizantes (v. fs. 43 y vta.).

Tal tramo del fallo no fue cuestionado por la Defensa, que al deducir recurso de casación centró sus quejas en la calificación asignada al hecho, reclamando la subsunción en el tipo del homicidio emocional (art. 81 inc. 1 letra a del Cód. Penal) y respecto del delito contra la integridad sexual cuestionó la valoración de la prueba mediante la cual se tuvo por acreditado el acceso carnal abusivo (arts. 1º, 210 y 373 del C.P.P. y 119 3er. párrafo del Cód. Penal).

Como puede advertirse, nada dijo la Defensa respecto a las pautas de mensuración de la pena que, de tal modo, fueron consentidas.

El último párrafo del apartado cuarto del art. 451 del ritual marca el límite temporal para expresar los motivos de casación: hasta la interposición del recurso. Una vez vencido ese término "el recurrente no podrá invocar otros motivos distintos".

Las posteriores ocasiones procesales (como la mentada audiencia prevista en el art. 458, C.P.P.) están contempladas para que la parte complete, con argumentos y citas legales, el planteo originario del recurso, sin que quepa ampliar el espectro del material sobre el cual el Tribunal de Casación debe ejercer su control de legalidad.

En el caso, la circunstancia de que el agravio en cuestión haya sido formulado en una etapa del procedimiento posterior, esto es al celebrarse la audiencia prevista en el art. 458 del Código ritual, no modifica lo expuesto.

En ese entendimiento, le asiste razón al Tribunal recurrido en cuanto a que el planteo resultaba inadmisible por extemporáneo (doctr. art. 451, tercer párrafo, C.P.P.; conf. P. 78.901, sent. del 7‑XI‑2001; P. 75.534, sent. del 21-XI-2001; P. 77.329, sent. del 10‑IX‑2003; P. 81.725, sent. del 16‑IX‑2003; P. 83.841, sent. del 9‑X‑2003; P. 89.368, sent. del 22‑XII‑2004; P. 98.419, sent. del 16‑IV-2008, e.o.).

En lo relativo a los precedentes de la Corte Suprema de Justicia nacional que invoca el recurrente, tal como hube de expedirme en el precedente P. 98.419 ‑sent. del 16‑IV‑2008‑ adhiriendo al voto del doctor Genoud, no creo que sea correcto el alcance que pretende asignarle a lo allí resuelto. En el caso "V. " antes mentado, el Superior Tribunal hizo suyos los argumentos del dictamen del Procurador Fiscal en cuanto a que ‑en una situación análoga a la de autos‑ revistiendo los agravios llevados por el recurrente ante el Superior Tribunal de Provincia de "inexcusable carácter federal ‑en lo que respecta a la doble instancia .... la vía planteada por la defensa ha sido incorrectamente denegada por la superior instancia local" motivo por el cual se descalificó como acto jurisdiccional válido el fallo impugnado ‑que había desestimado el recurso de inaplicabilidad de ley por resultar inadmisible conforme la regulación del art. 494 del rito‑.

En el sub lite, la vía planteada lejos de ser denegada le fue franqueada en atención a los agravios federales planteados, siéndole concedido, por fuera de los supuestos de admisibilidad del art. 494 citado, el presente recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 159). Cosa distinta es la procedencia de dicha vía impugnatoria extraordinaria que, justamente, constituye la materia del recurso en trato.

Respecto de lo resuelto por el Superior Tribunal de la Nación en el precedente "C. " del 20 de septiembre de 2005 (Fallos 328:3399), no surge de su contenido que se haya derogado ‑aun de manera implícita‑ las normas adjetivas que reglamentan la oportunidad procesal para introducir los agravios ante las instancias revisoras, y al fijar la doctrina de la capacidad de revisión o del máximo rendimiento lo hizo en función de la profundidad de la revisión, mas no respecto de la extensión de los agravios llevados obligando a los tribunales intermedios a revisar aspectos consentidos por las partes o remediando ‑fuera de los supuestos de indefensión del imputado‑ las omisiones de las partes.

Como consecuencia de lo antes consignado cabe rechazar por extemporáneos los agravios vertidos en el recurso de inaplicabilidad de ley en orden a la determinación de la pena (arts. 494, 456 y cts. del C.P.P.).

5. Por último, solicita "se incorpore la excesiva duración del proceso en la etapa de revisión de sentencia como pauta mensurativa de la sanción a aplicar al caso en concreto" (fs. 147 vta.). 

Con cita doctrinal sobre la materia, concluye que "[s]i el Estado debe indemnizar los daños ocasionados provocados por no arribar al logro de un fin propuesto, y ello no se debe a los procesados, se genera ‑entonces‑ el deber de compensar el trato irregular dispensado, atenuando debidamente la pena" (fs. 148).

Pero el razonamiento se erige a partir de calificar de irregular el trato dispensado al causante, aspecto que lejos de ser demostrado ha sido planteado con las insuficiencias consignadas al rechazarse el primer agravio (ut supra, punto 6).

Tampoco formula el impugnante desarrollo alguno sobre cómo jugaría la ponderación reclamada respecto al cómputo privilegiado que en virtud de la ley 24.390 y 2 del Código Penal podría, eventualmente, favorecer a M. a la hora de fijar el término ad quem de la pena (art. 495 cit.)

Voto por la negativa.

El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

Coincido con la solución propiciada en el voto del señor Juez doctor de Lázzari.

1. El recurrente tacha de arbitraria la sentencia dictada por el Tribunal de Casación Penal por cuanto ‑a su entender‑ "... no ha valorado con precisión el alcance del derecho constitucional [del aquí imputado] a ser juzgado y obtener una sentencia definitiva en un plazo razonable" (fs. 132), poniendo especial énfasis en el tiempo transcurrido en la tramitación del recurso contra la condena de grado, por cuanto ha insumido poco más de cinco años (con cita de los arts. 15, Const. provincial; 7.5 y 8.1 y 2 del Pacto de San José de Costa Rica; 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 75 inc. 22, Const. nacional; v. fs. 132 y vta.). 

Alude a los criterios elaborados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y receptados por la Corte Interamericana de Justicia para la determinación de la razonabilidad del plazo de extensión del proceso: complejidad del caso, conducta del procesado y diligencia de las autoridades competentes en la conducción del trámite procesal, ocupándose de su relación con el presente caso. 

Sin embargo, tal como señala el ponente, ese reclamo del modo en que ha sido formulado, esto es sustancialmente vinculado a la excesiva duración de la etapa de revisión casatoria, no ha sido introducido en tiempo oportuno, lo cual ha frustrado el tránsito adecuado de esa pretensión por ante el órgano prioritariamente habilitado a su tratamiento. 

En efecto, el recurso ante el órgano intermedio fue deducido el 7 de marzo de 2001, siendo notificada la defensa de la radicación de la causa en la Sala II del Tribunal de Casación Penal el 23-IV-2001 (fs. 72). El 2 de mayo de 2003 se le notificó la admisibilidad del recurso decretada a fs. 73 y vta. y la recepción de los autos principales ante dicho órgano a fin de que las partes pudieran proceder a su examen (fs. 77). Finalmente, corrida vista a las partes a efectos de que expresen su posición respecto a la necesidad de celebrar la audiencia de debate (art. 458, C.P.P.), conforme providencia dictada a fs. 78, el 7 de febrero de 2006 la Defensora Oficial Adjunta ante dicha instancia presentó escrito desistiendo de la referida audiencia y acompañó el memorial que autoriza el apartado final del mentado art. 458.

Las circunstancias apuntadas evidencian que había transcurrido la mayor parte del término invocado en el recurso aquí traído al momento inmediato anterior de dictarse la sentencia del tribunal intermedio, cuando la defensa presentó el referido memorial, sin que la problemática del plazo razonable fuera siquiera mencionada. Cuando, cabe reiterar, esa era la ocasión propicia para excitar la competencia del órgano ante quien según la parte se habría consumado la infracción constitucional denunciada (cfr. doctr. C.S.J.N., Fallos 328:121, cons. 8º), tanto para obtener el reparo pretendido en términos de insubsistencia de la acción penal como el referido a su eventual incidencia en la medición de la pena.

La pretensión de que sea esta Corte la que decida el planteo originariamente por sí, cuando se reduce a circunstancias exclusivamente acaecidas en la instancia previa, excede el marco de la competencia apelada propia de la vía recursiva deducida (arts. 161 inc. 3) "a", Const. provincial; 494 y ss., C.P.P.).

De otro lado, como bien señala el ponente, el impugnante no demuestra porqué sería aplicable al sub lite la doctrina emergente de los precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación "B. " (Fallos 327:327) y "P. " (Fallos 329:445), frente a las notorias diferencias que exhibe este caso frente a aquéllos y de cuyas particularidades la parte se desentiende.

2. Concuerdo también en que resulta improcedente el planteo formulado en subsidio. 

No se evidencia arbitrariedad en la decisión del tribunal intermedio en cuanto estimó extemporáneo el agravio introducido con posterioridad a la oportunidad prevista en el art. 451 de la ley ritual, sin hallarse a cubierto por la previsión del art. 458, en tanto se compadece con la doctrina de esta Corte en la causa P. 94.681, sent. de 13-XII-2006 (y mi voto en P. 95.851, sent. de 14‑V‑2008), a cuyas consideraciones cabe remitirse por razones de brevedad.

En consecuencia, voto por la negativa.

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

Adhiero al voto del Juez Soria y agrego que también comparto con el Juez de Lázzari que los reclamos vinculados con el plazo razonable de duración del proceso resultan, adicionalmente, insuficientes (cf. doct. P. 76.357, sent. del 30‑VI‑2004; P. 94.681, sent. del 13‑XII-2006; P. 94.140, sent. del 20‑VII‑2007; P. 95.802, sent. del 12‑III-2008; e.o).

Voto por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se resuelve rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, C.P.P.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 
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